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2. La representación del Consejo Social en las Funda-
ciones, agencias, asociaciones y sociedades o cualquier otro
ente de carácter representativo, cuando ésta no se encuentre
regulada de manera estatutaria, será designada por el Pleno,
a propuesta del Presidente o la Presidenta.

Artículo 32. Régimen jurídico-administrativo de los acuer-
dos del Consejo Social.

1. Los acuerdos del Consejo Social agotan la vía admi-
nistrativa y serán impugnables directamente ante la jurisdic-
ción contencioso-administrativa, de acuerdo con lo establecido
en la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa.

2. No obstante lo anterior, el Pleno del Consejo Social
será competente para realizar la revisión de oficio de sus pro-
pios acuerdos en los términos previstos en la Ley 30/1992,
de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Adminis-
traciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.

3. El Consejo Social podrá solicitar informe de la Asesoría
Jurídica de la Universidad sobre los recursos presentados con-
tra sus actos.

CAPITULO V

DEL REGIMEN ECONOMICO Y LA ORGANIZACION
ADMINISTRATIVA DEL CONSEJO SOCIAL

Artículo 33. Recursos económicos.
1. El Consejo Social tendrá independencia para la gestión

de sus recursos económicos. Para ello el Presidente o la Pre-
sidenta, asistido por la Comisión de Financiación y Presu-
puestos, elaborará su propio presupuesto que será aprobado
por el Pleno y figurará en capítulo aparte dentro de los pre-
supuestos generales de la Universidad.

2. Corresponde al Presidente o la Presidenta del Consejo
Social, o personas en quienes delegue, autorizar con su firma
las operaciones económicas derivadas de la Secretaría y del
propio Consejo Social.

Artículo 34. Recursos materiales.
La Universidad proporcionará al Consejo Social los locales

y servicios necesarios para el adecuado desarrollo de las fun-
ciones y actividades que les son inherentes a su Presidencia,
su Secretaría, los Consejeros y Consejeras y el personal de
administración y servicio que trabaja para el Consejo Social.
Los referidos locales deberán estar dotados de conexión tele-
fónica y acceso a internet.

Artículo 35. Organización administrativa.
1. El Consejo Social tendrá independencia organizativa

y para ello dispondrá de los recursos humanos necesarios
para posibilitar el efectivo ejercicio de sus funciones.

2. Los puestos de trabajo del Consejo Social serán cubier-
tos por personal incluido en la Relación de Puestos de Trabajo
de la Universidad, de acuerdo con la calificación que reciba
en ella en relación con la naturaleza de la actividad que desem-
peñe. Su selección y adscripción se realizará por los proce-
dimientos establecidos en la legislación básica de funcionarios
y en la normativa específica de la Universidad.

3. Corresponde al Presidente o la Presidenta del Consejo
Social realizar la propuesta de nombramiento de los puestos
de libre designación.

CAPITULO VI

REFORMA DEL REGLAMENTO

Artículo 36. Reforma del Reglamento.
1. La iniciativa para la reforma del presente Reglamento

deberá ir acompañada de un texto articulado alternativo y de
la argumentación en que se funde, y será propuesta al Pleno

por el Presidente o Presidenta o, al menos, por un tercio de
los miembros del Consejo Social.

2. Aprobada la propuesta de reforma por la mayoría abso-
luta de los miembros del Consejo Social, ésta se remitirá a
la Consejería competente en materia de Universidades de la
Junta de Andalucía para su aprobación y publicación.

Disposición final. El presente Reglamento entrará en vigor
el día siguiente al de su publicación en el «Boletín Oficial
de la Junta de Andalucía».

CONSEJERIA DE EMPLEO

ORDEN de 25 de julio de 2006, por la que se
abre un nuevo plazo de presentación de solicitudes
para el año 2006, de las Ayudas al Autoempleo esta-
blecidas por la Orden que se cita.

P R E A M B U L O

Mediante la presente se abre un nuevo plazo de pre-
sentación de solicitudes para el año 2006 de las ayudas esta-
blecidas por la Orden de 6 de mayo de 2005, por la que
se desarrollan y convocan determinadas líneas de ayuda al
autoempleo al amparo de lo dispuesto en el Decreto 141/2002,
de 7 de mayo.

En consecuencia, y en uso de las facultades conferidas,
y a propuesta de la Dirección General de Fomento del Empleo
del Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo,

D I S P O N G O

Artículo Unico. Segundo plazo de presentación de soli-
citudes para el año 2006.

1. Desde el día uno de septiembre hasta el día uno de
octubre, ambos inclusive, de 2006 podrán solicitar las ayudas
al inicio de actividad establecidas por el Capítulo II de la Orden
de 6 de mayo de 2005, por la que se desarrollan y convocan
determinadas líneas de ayuda al autoempleo al amparo de
lo dispuesto por el Decreto 141/2002, de 7 de mayo, todas
aquellas personas que se hubieran dado de alta en el Censo
de Obligados Tributarios así como en el Régimen Especial
de Trabajadores Autónomos de la Seguridad Social, o aquel
que legal o estatutariamente le corresponda, entre el 28 de
abril y el 30 de septiembre, ambos inclusive, de 2006.

2. Igualmente, en el mismo plazo, podrán solicitar las
ayudas establecidas por el Capítulo III de la citada Orden de
6 de mayo de 2005, todas aquellas personas constituidas
como autónomas que hubieran procedido a efectuar la/s pri-
mera/s contratación/es laborales de carácter indefinido y a jor-
nada completa o la transformación/es de contrato/s de duración
determinada en indefinido, simultáneamente, durante el mis-
mo período descrito en el apartado anterior.

A los efectos de la presente convocatoria, las actividades
contempladas por el artículo 13 de la Orden de referencia
tendrán carácter preferente.

3. Para poder ser beneficiario de las líneas de ayuda seña-
ladas en los apartados anteriores, las personas solicitantes
habrán de cumplir los requisitos establecidos por la citada
Orden de 6 de mayo de 2005 y no encontrarse en ninguno
de los supuestos de exclusión descritos por ella, sin perjuicio
de lo dispuesto en el párrafo segundo del apartado anterior.

4. En cuanto al procedimiento de concesión de las citadas
ayudas se estará a todo lo dispuesto en la Orden de referencia.

Disposición Final Primera. Habilitación para dictar
instrucciones.
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Se autoriza a la Dirección General de Fomento del Empleo
del Servicio Andaluz de Empleo de la Consejería de Empleo,
a dictar cuantas instrucciones sean necesarias para la eje-
cución y desarrollo de la presente Orden en el ámbito de sus
competencias específicas.

Disposición Final Segunda. Entrada en vigor.
La presente Orden entrará en vigor el día siguiente al

de su publicación en el Boletín Oficial de la Junta de Andalucía.

Sevilla, 25 de julio de 2006

ANTONIO FERNANDEZ GARCIA
Consejero de Empleo

CONSEJERIA DE EDUCACION

ORDEN de 28 de junio de 2006, por la que se
regulan las pruebas de la evaluación de diagnóstico
y el procedimiento de aplicación en los centros docen-
tes de Andalucía sostenidos con fondos públicos.

El Consejo Europeo de Lisboa celebrado en marzo de
2000 marcó un nuevo objetivo estratégico para la Unión
Europea: llegar a ser «la economía basada en el conocimiento
más competitiva y dinámica del mundo, capaz de tener un
crecimiento sostenible con más y mejores trabajos y con una
mayor cohesión social». Para lograr esto, los sistemas de edu-
cación deben adaptarse a las demandas de la sociedad del
conocimiento y a la necesidad de mejorar el nivel y calidad
del trabajo con el horizonte del año 2010. Este objetivo estra-
tégico ha llevado a la Comisión Europea a la búsqueda de
un marco que defina «las nuevas destrezas básicas» propor-
cionadas por medio de un aprendizaje a lo largo de la vida,
apuntando ya la inclusión en ellas de Tecnologías de la Infor-
mación y de la Comunicación (TIC), cultura tecnológica, len-
guas extranjeras, espíritu emprendedor y habilidades sociales.

La contribución a este objetivo estratégico de la Unión
Europea desde la educación y formación se plasma un año
después en el Consejo Europeo de Estocolmo, igualmente,
en tres objetivos estratégicos: calidad, accesibilidad y flexi-
bilidad.

Posteriormente, el Consejo Europeo de Barcelona, cele-
brado en febrero de 2002 adoptó un programa detallado de
trabajo y aumentó la lista de destrezas básicas que a con-
tinuación se indica: alfabetización y alfabetización numérica
(destrezas elementales) competencias básicas en matemáti-
cas, ciencia y tecnología, TIC y uso de tecnología, aprender
a aprender, habilidades sociales, espíritu emprendedor y cul-
tura general. En este marco se define el término «competencia»
como una combinación de destrezas, conocimientos, aptitudes
y actitudes, y la inclusión de la disposición para aprender
además del saber cómo. En este orden de cosas, una «com-
petencia clave» es crucial para tres aspectos de la vida: rea-
lización y desarrollo personal a lo largo de la vida, inclusión
y ciudadanía activa y, por último, aptitud para el empleo.

Así, en noviembre de 2004 se da a conocer por parte
de la Comisión Europea el documento de «Competencias clave
para un aprendizaje a lo largo de la vida. Un marco de refe-
rencia Europeo». Las competencias clave que se recogen en
dicho documento son: comunicación en la lengua materna,
comunicación en una lengua extranjera, competencia mate-
mática y competencias básicas en ciencias y tecnología, com-
petencia digital, aprender a aprender, competencias interper-
sonales y cívicas, espíritu emprendedor y expresión cultural.

Los estudios internacionales de evaluación más rigurosos
que se realizan actualmente están influyendo en esta nueva
corriente que considera las competencias como objeto de la

evaluación del rendimiento del alumnado. Existe un acuerdo
mayoritario en este sentido, al considerar que, independien-
temente del desarrollo curricular de cada país, la medición
de competencias es un buen indicador de la calidad de los
sistemas educativos. Igualmente se considera recomendable
el establecimiento de algún tipo de prueba que facilite la obten-
ción de la información, en determinados momentos del
desarrollo del currículo, gracias a la cual se pueda valorar
la eficacia del sistema educativo y, a partir de la misma, intro-
ducir medidas correctoras con anterioridad a la finalización
de la escolaridad básica.

En esta línea, la Ley Orgánica 2/2006, de 3 de mayo,
de Educación establece que al finalizar el segundo ciclo de
la Educación Primaria y el segundo curso de la Educación
Secundaria Obligatoria todos los centros docentes sostenidos
con fondos públicos realizarán una evaluación de diagnóstico
de las competencias básicas alcanzadas por el alumnado.
Igualmente, establece que dicha evaluación será competencia
de las Administraciones educativas y que tendrán un carácter
formativo y orientador para los centros e informativo para las
familias y para el conjunto de la comunidad educativa.

Teniendo en cuenta lo anterior y la importancia que
adquiere el rendimiento del alumnado al ser considerado un
indicador muy importante de la calidad del sistema educativo,
se hace necesaria la regulación, en la Comunidad Autónoma
de Andalucía, de pruebas que permitan obtener información
objetiva y rigurosa sobre el desarrollo alcanzado por el alum-
nado en competencias básicas de los distintos ámbitos del
currículo, con el fin de que los agentes educativos puedan
reflexionar sobre los resultados y establecer propuestas para
la mejora. Se trata de proporcionar información a los centros
y al profesorado sobre el nivel de consecución de las com-
petencias básicas con la suficiente antelación a la finalización
de la etapa correspondiente como para que puedan poner
en marcha mejoras en el proceso educativo, que conduzcan
a la consecución de los objetivos generales de cada una de
ellas.

Se debe resaltar que la finalidad de las pruebas de eva-
luación de diagnóstico no es medir tasas brutas de adquisición
de contenidos, sino de establecer una escala graduada de
niveles que nos permitirán ir ajustando los rendimientos del
alumnado a las exigencias actuales, buscando un nivel óptimo
de desarrollo de competencias para su aplicación a contextos
diferentes al educativo.

El nivel que alcancen los alumnos y alumnas en este
tipo de pruebas puede estar condicionado en mayor o menor
medida por el contexto escolar y social en que se origina el
mismo. Por este motivo, cualquier evaluación diagnóstica debe
indagar y analizar los factores de contexto asociados a los
rendimientos del alumnado. Los centros, a la vista de sus
circunstancias y características, tras un proceso de análisis
y reflexión riguroso establecerán las propuestas de mejora del
rendimiento del alumnado que consideren necesarias. Se trata
de una información que, utilizada en su justa medida, pueda
ser útil al centro, al profesorado, al alumnado y a las familias
para coordinar esfuerzos en la mejora del rendimiento escolar.
No hay que olvidar tampoco el carácter eminentemente orien-
tador que poseen dichas pruebas, por cuanto permitirá conocer
la evolución del rendimiento del alumnado a lo largo de los
próximos años, valorando el efecto que sobre el mismo puedan
tener las propuestas de mejora introducidas.

Por todo lo anterior, con la consideración de que la eva-
luación es un elemento esencial para la mejora del Sistema
Educativo Andaluz, y en virtud de la competencia para dictar
la presente Orden atribuida por el artículo 39 de la Ley 6/1983,
de 21 de julio, de Gobierno y Administración de la Junta
de Andalucía


